
 

 

 

 

            Caso 37-23-IN 

Página 1 de 8 

 

Jueza ponente: Teresa Nuques Martínez 

 

SALA  DE  ADMISIÓN  DE  LA  CORTE  CONSTITUCIONAL. Quito, D.M., 26 

de septiembre de 2023. 

  

VISTOS: El Tribunal de la Sala de Admisión de la Corte Constitucional del Ecuador, 

conformado por las juezas constitucionales Karla Andrade Quevedo, Alejandra Cárdenas 

Reyes y Teresa Nuques Martínez, en virtud del sorteo realizado por el Pleno de la Corte 

Constitucional en sesión de 30 de agosto de 2023, avoca conocimiento de la causa 37-

23-IN, Acción Pública de Inconstitucionalidad. 

  

1.Antecedentes Procesales 

 

1. El 11 de mayo de 2023, Sophia Therilw Maridueña (“accionante”) presentó 

acción pública de inconstitucionalidad en contra de los artículos 192, 478, 479, 

480, 481, 482, 483, 484, 485, 486, 487, 488, 489, 496, 518, 738, 1012, 1463, 2219 

y 2409 del Código Civil, publicado en el Registro Oficial Suplemento 46 del 26 de 

junio de 2005, y que fue modificada el 14 de marzo de 2022 a través del Registro 

Oficial 15, las mismas que rezan: 

 

Art. 192.-El inventario y tasación que se hubieren hecho sin solemnidad judicial, no 

tendrán valor en juicio, sino contra el cónyuge, los herederos o los acreedores que los 

hubieren debidamente aprobado y firmado. Si entre los partícipes de los gananciales 

hubiere menores, dementes u otras personas inhábiles para la administración de sus 

bienes, serán de necesidad el inventario y tasación solemnes. Si se omitiere hacerlos, 

aquel a quien fuere imputable esta omisión responderá de los perjuicios; y se procederá 

lo más pronto posible a legalizar dicho inventario y tasación en la forma debida. 

 

Art. 478.-El adulto que se halla en estado habitual de demencia, deberá ser privado de 

la administración de sus bienes, aunque tenga intervalos lúcidos. La curaduría del 

demente puede ser testamentaria, legítima o dativa.  

 

Art. 479.-Cuando el niño demente haya llegado a la pubertad, podrá el padre o la madre 

seguir cuidando de su persona y bienes hasta la mayor edad; llegada la cual deberá 

precisamente provocar el juicio de interdicción.  

 

Art. 480.-El tutor del pupilo demente no podrá después ejercer la curaduría sin que 

preceda interdicción judicial, excepto por el tiempo que fuere necesario para provocar 

la interdicción. 
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Art. 481.-Podrán provocar la interdicción del demente las mismas personas que 

pueden provocar la del disipador. Deberá provocarla el tutor del menor a quien 

sobreviene la demencia durante la guarda. Pero si la locura fuere furiosa, o si el loco 

causare notable incomodidad a los habitantes, podrá también provocar tal interdicción 

cualesquiera autoridad o persona del cantón. 

 

Art. 482.-El juez se informará de la vida anterior y conducta habitual del supuesto 

demente, y oirá el dictamen de facultativos de su confianza, sobre la existencia y 

naturaleza de la demencia. Pero no podrá decretar la interdicción sin examinar 

personalmente al demandado, por medio de interrogatorios conducentes al objeto de 

descubrir el estado de su razón. 

 

Art. 483.-Las disposiciones de los artículos 467 y 468 se extienden al caso de 

demencia.  

 

Art. 484.-Se conferirá la curaduría del demente: 1. Al cónyuge si no hubiere separación 

conyugal. Pero el cónyuge tendrá derecho de aceptar o repudiar esta guarda, y en caso 

de no aceptarla, podrá pedir la liquidación de la sociedad conyugal; 2. A sus 

descendientes; 3. A sus ascendientes; y, 4. A sus colaterales, hasta el cuarto grado, o 

a sus hermanos. Los padres no podrán ejercer este cargo, sin el consentimiento del otro 

cónyuge. El juez elegirá, en cada clase de las designadas en los numerales 2., 3. y 4., 

la persona o personas que más idóneas le parecieren. A falta de las personas 

antedichas, tendrá lugar la curaduría dativa.  

 

Art. 485.-Si se nombraren dos o más curadores al demente, podrá confiarse el cuidado 

inmediato de la persona a uno de ellos, dejando a los otros la administración de los 

bienes. El cuidado inmediato de la persona del demente no se encomendará a persona 

alguna que sea llamada a heredarle, a no ser su padre o madre, o su cónyuge.  

 

Art. 486.-Los actos y contratos del demente, posteriores a la sentencia de interdicción, 

serán nulos, aunque se alegue haberse ejecutado o celebrado en un intervalo lúcido. Y 

por el contrario, los actos y contratos ejecutados o celebrados sin previa interdicción 

serán válidos, a menos de probarse que el que los ejecutó o celebró estaba entonces 

demente.  

 

Art. 487.-El demente no será privado de su libertad personal, sino en los casos en que 

sea de temer que, usando de ella, se dañe a sí mismo, o cause peligro o notable 

incomodidad a otros. Ni podrá ser trasladado a un hospital psiquiátrico, ni encerrado, 

ni atado, sino momentáneamente, mientras, a solicitud del curador, o de cualquiera 

persona del pueblo, se obtenga autorización judicial para cualquiera de estas medidas. 

(Énfasis agregado) 
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 Art. 489.-El demente podrá ser rehabilitado para la administración de sus bienes si 

apareciere que ha recobrado permanentemente la razón; y podrá también ser 

inhabilitado de nuevo con justa causa. Se observará en estos casos lo prevenido en los 

Arts. 475 y 476.  

 

Art. 496.-Pueden ser nombradas para la curaduría de bienes del ausente las mismas 

personas que para la curaduría del demente, en conformidad con el Art. 484, y se 

observará el mismo orden de preferencia entre ellas. Podrá el juez, con todo, separarse 

de este orden, a petición de los herederos legítimos o de los acreedores, si lo estimare 

conveniente. Podrá asimismo nombrar más de un curador, y dividir entre ellos la 

administración, en el caso de bienes cuantiosos, situados en diferentes cantones.  

 

Art. 518.-Son incapaces de toda tutela o curaduría: 1. Los ciegos; 2. Los mudos; 3. 

Los dementes, aunque no estén bajo interdicción; 4. Los fallidos, mientras no hayan 

sido rehabilitados; 5. Los que están privados de administrar sus propios bienes, por 

disipación; 6. Los que carecen de domicilio en la República; 7. Los que no saben leer 

ni escribir; 8. Los de mala conducta notoria; 9. Los condenados judicialmente a una 

pena de las designadas en el Art. 311, numeral 4., aunque se les haya indultado de ella; 

10. El cónyuge que haya dado causa para el divorcio, según el Art. 110, menos en el 

caso de los numerales 8., y 11. 11. El que ha sido privado de ejercer la patria potestad, 

según el Art. 311; y, 12. Los que, por torcida o descuidada administración, han sido 

removidos de una guarda anterior, o en el juicio subsiguiente a ésta han sido 

condenados, por fraude o culpa grave, a indemnizar al pupilo.  

 

Art. 738.-Los que no pueden administrar libremente lo suyo, no necesitan de 

autorización alguna para adquirir la posesión de una cosa mueble, con tal que 

concurran en ello la voluntad y la aprehensión material o legal; pero no pueden ejercer 

los derechos de poseedores sino con la autorización que competa. Los dementes y los 

infantes son incapaces de adquirir por su voluntad la posesión, sea para sí mismos o 

para otros.  

 

Art. 1012.-Es asimismo indigno de suceder al impúber, demente o persona sorda, que 

no pueda darse a entender de manera verbal, por escrito o por lengua de señas el 

ascendiente o descendiente, que, siendo llamado a sucederle abintestato, no pidió que 

se le nombrara tutor o curador, y permaneció en esta omisión un año entero; a menos 

que aparezca haberle sido imposible pedirlo por sí o por procurador. Si fueren muchos 

los llamados a la sucesión, la diligencia de uno de ellos aprovechará a los demás. 

Transcurrido el año recaerá la obligación antedicha en los llamados en segundo grado 

a la sucesión intestada. 5 La obligación no se extiende a los menores, ni en general a 

los que viven bajo curaduría. Esta indignidad desaparece desde que el impúber llega a 
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la pubertad, o el demente o sordomudo toma la administración de sus bienes.  

 

Art. 1463.-Son absolutamente incapaces los dementes, los impúberes y la (sic) persona 

sorda que no pueda darse a entender de manera verbal, por escrito o por lengua de 

señas. Sus actos no surten ni aún obligaciones naturales, y no admiten caución. Son 

también incapaces los menores adultos, los que se hallan en interdicción de administrar 

sus bienes, y las personas jurídicas. Pero la incapacidad de estas clases de personas no 

es absoluta, y sus actos pueden tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos 

respectos determinados por las leyes. Además de estas incapacidades hay otras 

particulares, que consisten en la prohibición que la ley ha impuesto a ciertas personas 

para ejecutar ciertos actos.  

 

Art. 2219.-No son capaces de delito o cuasidelito los menores de siete años, ni los 

dementes; pero serán responsables de los daños causados por ellos las personas a cuyo 

cargo estén, si pudiere imputárseles negligencia. Queda a la prudencia del juez 

determinar si el menor de diez y seis años ha cometido el delito o cuasidelito sin 

discernimiento; y en este caso se seguirá la regla del inciso anterior.  

 

Art. 2409.-La prescripción ordinaria puede suspenderse, sin extinguirse. En este caso, 

cesando la causa de la suspensión, se le cuenta al poseedor el tiempo anterior a ella, si 

hubo alguno. Se suspende la prescripción ordinaria, en favor de las personas 

siguientes: 1. De los menores, dementes, persona sorda que no puedan darse a entender 

de manera verbal, por escrito o por lengua de señas, y de cuantos estén bajo potestad 

paterna o bajo tutela o curaduría; y, 2. De la herencia yacente. La prescripción se 

suspende siempre entre cónyuges.  

2.Oportunidad 

 
2. De la revisión de la demanda se desprende que la accionante demandó la 

inconstitucionalidad por razones de fondo; por lo que, de conformidad con el artículo 

138 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 

(“LOGJCC”) esta acción puede ser interpuesta en cualquier momento, y la misma 

deviene en oportuna. 

3.Pretensión y fundamentos 

 

3. La accionante pretende que por medio de esta acción se declare la 

inconstitucionalidad de las normas impugnadas.  

 

4. En general, la accionante considera que la vulneración de derechos en los artículos 

mencionados es la expresión “demente”, la cual vulnera el derecho a la vida digna, 

para lo cual expresa: “El cuerpo normativo impugnado implica un desconocimiento 
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de las personas en condición de discapacidad mental e intelectual como sujetos plenos 

de derechos, pues el uso de palabras discriminatorias, peyorativas y vejatorias como 

la expresión “demente,” son contrarias al principio de la dignidad humana”. Además, 

señala “El lenguaje, como forma en la que se manifiestan las leyes, es influyente en 

la construcción y preservación de estructuras sociales y culturales”. 

 

5. Asimismo, la accionante considera que dicha expresión atenta al derecho a la igualdad 

y no discriminación, pues: 

 
En orden de responder la interrogante jurídica de cómo se configura esta vulneración 

respecto de las personas con discapacidad, es pertinente analizar que hacer uso de la 

expresión “demente”, aun cuando tal vez el legislador tenía la finalidad de proteger a las 

personas con discapacidad intelectual o mental causada por la patología de demencia, 

deriva en un proceso de estigmatización (stigma process) puesto que: a) Realiza una 

distinción, etiquetado (labeling) e identificación de una determinada diferencia o marca 

que afecta a un grupo de personas (cuando podía hacer uso de una expresión adecuada a 

la protección de derechos humanos) b) Asocia a varios grupos con discapacidad 

intelectual o mental bajo una etiqueta que tiene una carga emotiva negativa. c) Tiene 

repercusiones emocionales en quien estigmatiza (miedo, ansiedad, irritación, compasión) 

y en quien resulta estigmatizado (miedo, ansiedad, vergüenza), frecuentemente 

menospreciadas. e) Tiene como consecuencia la discriminación en la sociedad, que afecta 

consecuentemente a la persona o grupo estigmatizado, dando lugar a resultados diferentes 

y habitualmente desfavorables en distintas áreas. 

 

6. También añade que:  

 

En este sentido, el establecer, de manera inconsciente, la interdicción únicamente para las 

personas que tienen un discapacidad intelectual o mental causada por la patología de la 

“demencia”, excluye a las demás personas que también presentan la necesidad de 

protegerse bajo el cuidado de la institución jurídica de las guardas; ello se configura en 

una discriminación que impide gozar de derechos necesarios para su propio desarrollo. 

  

4.Admisibilidad 

 

7. El número 1 del artículo 80 de la LOGJCC, referente a las normas comunes de 

procedimiento del control abstracto de constitucionalidad, establece que la Sala de 

Admisión decidirá sobre la admisibilidad de la demanda, mientras que el artículo 79 

establece los requisitos que debe contener la demanda de inconstitucionalidad. 
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8. De la revisión de la demanda de inconstitucionalidad, se verifica que existe una 

designación de la autoridad ante quien se propone, la identificación clara de la persona 

demandante y la denominación del órgano emisor de la norma impugnada, con lo cual 

se da cumplimiento a los números 1, 2 y 3 del artículo 79 de la LOGJCC. 

 

9. También se da cumplimiento al número 4 del artículo 79 de la LOGJCC al 

individualizar las disposiciones jurídicas acusadas como inconstitucionales. 

 

10. Este Tribunal de Sala de Admisión de la Corte Constitucional efectúa el examen de 

admisibilidad de la acción considerando los requisitos establecidos en los artículos 77 

y 79 de la LOGJCC. 

11. En cuanto a la legitimación, el artículo 77 de la LOGJCC establece que puede ser 

propuesta por cualquier persona, individual o colectivamente. Por tal razón, y dado 

que los accionantes han acreditado la calidad en la que comparecen, se ha cumplido 

con el requisito referido. 

12. Además, de la lectura de la demanda, se verifica que esta contiene la designación de 

la autoridad ante quien se propone; los nombres completos, números de cédula y 

domicilio de la accionante ; la denominación del órgano emisor de las disposiciones 

jurídicas impugnadas; la indicación de las disposiciones acusadas como 

inconstitucionales; el fundamento de la pretensión, que incluye las disposiciones 

constitucionales presuntamente infringidas y los argumentos por los cuales se 

considera que existe una incompatibilidad normativa; el señalamiento del lugar para 

recibir notificaciones; y, la firma de la accionante. 

13. En consecuencia, la demanda cumple con todos los requisitos establecidos en el 

artículo 79 de la LOGJCC, por lo que la acción se considera completa y no incurre en 

causal de inadmisión. 

5.Decisión 

 

14. Por estas razones, este Tribunal de la Sala de Admisión de la Corte Constitucional 

resuelve ADMITIR a trámite la acción pública de inconstitucionalidad 37-23-IN, sin 

que esta decisión implique pronunciamiento sobre la materialidad de la pretensión.  

 

15. En virtud de las circunstancias actuales relacionadas con la disolución temporal de la 

Asamblea Nacional del Ecuador, por el momento córrase traslado con este auto a la 

Presidencia de la República y la Procuraduría General del Estado para que 

intervengan defendiendo o impugnando la constitucionalidad de la normativa 
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impugnada, en el término de quince días, debiendo además señalar casilla 

constitucional o correo electrónico para futuras notificaciones. 

 

16. Requiérase a la Presidencia de la República para que, en igual término, remita a esta 

Corte el expediente con los informes y demás documentos que dieron origen a la 

normativa impugnada.   

 

17. Póngase en conocimiento de la ciudadanía la existencia del presente proceso a través 

de la publicación de un resumen completo y fidedigno de la demanda en el Registro 

Oficial y en el portal electrónico de la Corte Constitucional.  

 

18. Se recuerda a las partes que, de conformidad con el artículo 7 de la Resolución No. 

007-CCE-PLE-2020, emitida por esta Corte; los sujetos procesales deberán señalar 

correos electrónicos para recibir las notificaciones correspondientes. Para este efecto 

se solicita el uso del módulo “SERVICIOS EN LÍNEA” de la página web institucional 

https://www.corteconstitucional.gob.ec/ donde encontrarán la herramienta 

tecnológica SACC (Sistema Automatizado de la Corte Constitucional) como única 

vía digital para la recepción de demandas y escritos. Podrán de igual manera presentar 

los mismos de forma presencial en la oficina de Atención Ciudadana de la Corte 

Constitucional, ubicada en el Edificio Matriz José Tamayo E10 25 y Lizardo García. 

 

19. Notifíquese y cúmplase. - 

 

 

 

 

Documento firmado electrónicamente 

Karla Andrade Quevedo 

JUEZA CONSTITUCIONAL 

Documento firmado electrónicamente 

Alejandra Cárdenas Reyes 

JUEZA CONSTITUCIONAL 

  

  

  

  

Documento firmado electrónicamente 

Teresa Nuques Martínez 

JUEZA CONSTITUCIONAL 
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RAZÓN. Siento por tal que el auto que antecede fue aprobado por unanimidad, en 

sesión del Segundo Tribunal de Sala de Admisión, de 26 de septiembre de 2023. Lo 

certifico. 

  

 

 

 

Documento firmado electrónicamente 

Aída García Berni 

SECRETARIA SALA DE ADMISIÓN 
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